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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de noviembre del 2016 dos mil dieciséis. . .
V I S T O para resolver el expediente número 013/2015-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta…, en contra del SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PRESIDENTE DEL CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL Y DEL DIRECTOR GENERAL DE POLICÍA MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O :

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 09 nueve de enero del año 2015 dos mil quince, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnado la resolución de removerlo del cargo que desempeñaba como elemento adscrito a la Dirección de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- El 14 catorce de enero del año 2015 dos mil quince, se emitió el auto por el cual se admitió a trámite la demanda, las pruebas documentales ofrecidas y descritas en el punto 01 uno y 02 dos del capítulo de pruebas de la demanda, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que lo beneficie; y, no se le admitió la demanda en contra de la entonces Presidenta Municipal y del Director de Control de Legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de demanda del 
Secretario de Seguridad Pública Municipal.
TERCERO.- El 28 veintiocho de enero del año 2015 dos mil quince, el Secretario de Seguridad Pública Municipal y Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública, presentó escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto de fecha 03 tres de febrero del mismo año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma legal, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de admisión de demanda, así como la exhibida a la contestación consistente en la copia certificada su nombramiento, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal y la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; además, se le requirió para que en un término de 05 cinco días exhibiera en original o copias certificadas los recibos de nómina y la orden de remoción, apercibido que para el caso incumplir esta prevención, no se le admitirían dichas probanzas. . . . . .  . . . . . .  

Contestación de demanda del Director General de Policía.
CUARTO.- El 03 tres de febrero del año 2015 dos mil quince, el Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato, presentó escrito de contestación a la demanda incoadas en su contra; y, por auto del día 06 seis del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma legal, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de admisión de demanda, la exhibida a la contestación consistente en la copia certificada su nombramiento, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; y, en cuanto a los recibos de nómina de un año antes del pago de la última catorcena y a la orden de remoción, se acordará lo conducente en el momento procesal oportuno. 
Cumplimentación del requerimiento.
QUINTO.- El 06 seis de febrero del año 2015 dos mil quince, el autorizado de las autoridades demandadas, presentó una promoción cumplimentando el requerimiento formulado; y, por auto del día 11 once del mismo mes y año, a las autoridades demandadas se les admitieron las copias certificadas por el Secretario del Ayuntamiento de los recibos de nomina de un año a tras a que dejó de laborar la parte actora y del oficio en el que consta la remoción de la parte justiciable, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal. . . .  . . . . 

Fecha para audiencia de alegatos.
SEXTO.- Por auto de fecha 02 dos de marzo del año 2015 dos mil quince, se fijó fecha y hora para el desahogo de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . .
Ofrecimiento de prueba superviniente.

SÉPTIMO.- El 15 quince de marzo del año 2016 dos mil dieciséis, el autorizado de la parte actora presento una promoción ofreciendo un criterio de jurisprudencial como prueba superviniente; y, por auto del día 30 treinta del mismo mes y año, se determinó que era inatendible la petición de tener por ofrecida como superveniente un criterio jurisprudencia y que en su momento se establecería su aplicación o no. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Audiencia de alegatos.

OCTAVO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 24 veinticuatro de abril del año 2015 dos mil quince, a las 11:00 once horas, sin la asistencia de las partes, en la que se tuvo al autorizado de la parte actora, presentado el escrito de alegatos, recibidos antes del inicio de esta audiencia, por lo que se está en condiciones de emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Ofrecimiento de prueba superviniente.

NOVENO.- El 16 dieciséis de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, el autorizado de la parte actora presentó una promoción ofreciendo pruebas supervinientes; y, por auto de fecha 19 diecinueve del mismo mes y año, se le tuvo por admitida la documental superviniente ofrecida y exhibida en la promoción, dándose vista a la autoridad demandada para que en un término de 05 cinco días manifestará lo que a su derecho convenga; y, por auto de fecha 03 tres de junio del año 2016 dos mil dieciséis, se tuvo a las demandadas no haciendo manifestaciones respecto de la vista ordenada en auto indicado en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O:
Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse un acto imputado al Secretario de Seguridad Pública Municipal y Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y al Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisión y existencia del acto impugnado.
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna: a).- La Instrucción por parte del Secretario de Seguridad Pública Municipal para removerlo del cargo que desempeñaba como elemento adscrito a la Dirección de Policía Municipal de León, Guanajuato; y, b).- La ejecución de la señalada instrucción por parte del Director General de Policía Municipal; y, la existencia del primer acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta casusa administrativa, con la copia certificada por parte del Secretario del Ayuntamiento de León, Guanajuato, del oficio …, signado por el Secretario de Seguridad Pública Municipal y Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal; en cuanto al segundo acto impugnado, éste se encuentra acreditado con el reconocimiento que hacen las autoridades en sus escritos de contestación de demanda, ya que reconocen la destitución verbal de la parte actora de su cargo de elemento adscrito de la Dirección General de Policía Municipal…. . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia y de sobreseimiento.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades en su contestación de demanda, aducen que se analiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el procedimiento administrativo disciplinario instaurado en contra del justiciable y la resolución le fue personal y legalmente notificada, se emitió, sustanció y notificó con absoluta legalidad, en estricta observancia al Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, ya que no basta que la resolución combatida sea resultado de un procedimiento administrativo de separación, sino que es menester que se emita cumpliendo con los elementos de validez contemplados en el artículo 137 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; sin embargo, la resolución impugnada, trasciende a la esfera de derechos de la parte actora por las razones indicadas en el siguiente considerando. 

Asimismo, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que de las constancias acompañadas a la demanda, no se desprende que exista acto susceptible de reclamar, por las consideraciones expuestas en el párrafo inmediato anterior. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que en autos de esta causa administrativa está acreditado el acto impugnado, es decir, la instrucción de destituir del cargo que venía desempeñando el justiciable como elemento adscrito a la Dirección de Policía Municipal de León, Guanajuato, así como su ejecución material de la misma. . .  . . . 

Asimismo, en la contestación de la demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción de prescripción, ya que el derecho para reclamar las prestaciones le prescribió en exceso, de conformidad al artículo 263 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Excepción que resulta infundada, en virtud de que la resolución impugnada fue notificada a la parte justiciable el 21 veintiuno de noviembre del año 2014 dos mil catorce y presentó su demanda en la Oficialía de Partes Común de los Juzgados Administrativos el 09 nueve de enero del año 2015 dos mil quince, luego entonces fue presentada dentro del término que establece el referido artículo 263; por ende, no puede estimarse que las prestaciones reclamadas fueron hechas extemporáneamente, en razón de que estas se traducen en el reconocimiento de un derecho amparado en una norma y en la condena a la autoridad al restablecimiento de ese derecho, pretensiones que dependen de la suerte que se dé sobre la nulidad o validez del acto, aspecto que se abordara en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción de no afectación de intereses jurídicos derivada de la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el cese del cargo del impetrante no afecta su interés jurídico, por ende, las autoridades no son susceptibles de ser demandados en los términos vertidos por la parte actora;  excepción que resulta infundada, toda vez que como se señaló en el párrafo que antecede, la resolución combatida transciende en la esfera de los derechos de la parte actora y es impugnable mediante el proceso administrativo en términos de los artículo 243, párrafo  segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción Non Mutatis Libelli, para el efecto de que desahogada la etapa de contestación de la demanda, las posibles modificaciones o ampliaciones de la parte actora no sean consideradas; se estima que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurre en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las causales analizadas en supralíneas y estimando además que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, ni opera ninguna otra excepción, por lo que procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estudio de oficio de la incompetencia de la autoridad demandada.

CUARTO.- Que previo al análisis de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora en la demanda, este Órgano Jurisdiccional, conforme a lo establecido por el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de una cuestión de orden público, de oficio estudia la incompetencia del Secretario de Seguridad Pública Municipal y Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, para dictar la Instrucción de remoción del cargo que desempeñaba el actor en la Dirección General de Policía Municipal. . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, se comprende el análisis de las atribuciones del Presidente del Consejo de Honor y Justicia, previstas en el artículo 8, fracción I, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a fin de determinar si tiene o no la atribución para remover a la parte justiciable del cargo que desempeñaba, ello mediante la instrucción dada por escrito al Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato…. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la competencia del Presidente del Consejo de Honor y Justicia  de  los  Cuerpos  de  Seguridad  Pública  Municipal  de  León,  Guanajuato, -órgano administrativo- se entiende como el conjunto de facultades que le confiere el citado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, hasta antes de la reforma publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 134, Tercera Parte, de fecha 21 veintiuno de agosto del año 2015 dos mil quince; pues, este Ordenamiento Jurídico determina el marco de sus atribuciones, así tenemos que la competencia la fija la Ley, un Reglamento o un Acuerdo Administrativo de Delegación de Facultades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, conforme a lo estipulado por el artículo 8, fracción I, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, tiene la atribución de nombrar y remover a los miembros de los cuerpos de seguridad pública de esta municipalidad, numeral que en lo conducente establece: . . . . .  . . . . 
“Artículo 8.- El Presidente del Consejo tendrá las siguientes atribuciones:

I.- Nombrar y remover a los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal, con independencia de las sanciones que imponga el Consejo;”

Como se aprecia, esta fracción le otorga al Presidente del Consejo de Honor y Justicia, la atribución de remover del cargo a los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal, como facultad independiente de las reservadas al Consejo de Honor y Justicia como órgano colegiado, en el artículo 7, fracción I, del multireferido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia; esto es en otras palabras, se concede al Presidente la atribución de remover a policías preventivos cuando la causa específica de destitución no sea por la comisión de una falta  administrativa grave de las previstas en el artículo 28 del mismo Reglamento del Consejo de Honor y Justicia o por la separación del cargo por incumplir los requisitos de permanencia de los Policías, en los términos del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . .  
Lo anterior es así, en razón de que para efectos de la fracción I del artículo 7 referido, por remoción debe entenderse el acto jurídico en virtud del cual el Presidente del Consejo de Honor y Justicia, priva o separa a la persona del cargo de policía preventivo por una causa que no constituye una falta administrativa o una separación del cargo por incumplimiento de los requisitos de permanencia, como por ejemplo la extinción de una dependencia o plaza por una restructura o algún otro motivo debidamente justificado, como la ineficacia o incapacidad en el desempeño de las funciones propias del cargo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, resulta que el Presidente del Consejo de Honor y Justicia, carece de competencia para privar del cargo de policía preventivo a la parte actora, presuntamente por la comisión de la falta administrativa grave contemplada en el artículo 28, apartado B, fracción XII, del pluricitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, dado que esta atribución de acuerdo a lo estipulado por el artículo 7, fracción I, del mismo Ordenamiento Jurídico, corresponde exclusivamente al Consejo de Honor y Justicia, como órgano colegiado y este último numeral en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 7. - El Consejo tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Conocer, resolver y, en su caso, sancionar las faltas graves en que incurran los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública municipal, en los términos del presente reglamento con base en los principios de actuación previstos en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, así como en las normas disciplinarias de los Cuerpos de Seguridad Pública del Municipio y demás disposiciones aplicables;”

En consecuencia, en la especie, la instrucción de remoción impugnada incumple con el elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende, el acto impugnado resulta ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo anterior, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción I, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que la instrucción de remoción impugnada se encuentra emitida por una autoridad incompetente y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio el derecho fundamental de seguridad jurídica, tutelado en los artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción I, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esa forma, estamos en presencia de un vicio que da origen a la nulidad de la instrucción de remoción impugnada y de sus actos subsecuentes como lo es la destitución verbal de la parte actora ejecutada…, por el Director General de Policía Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis sobre la procedencia e improcedencia 

de las prestaciones reclamadas.
QUINTO.- Que partiendo de la premisa de que la resolución impugnada, es 

ilegal, de donde resulta que fue injustificada la remoción del cargo que desempeñaba la parte justiciable como elemento de Policía Adscrito a la Dirección General de Policía Municipal; a pesar de lo anterior, la protección de la sentencia de este proceso no puede tener efectos restitutorios, porque la resolución combatida, constituye un acto que por su naturaleza, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 143, tercer párrafo, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, jurídicamente no es posible retrotraer sus efectos, dado que conforme a la restricción señalada por el artículo 123, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prohíbe la reincorporación de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
 Es el caso, que la parte impetrante se desempeñaba como policía, entonces este fallo no tiene efectos retroactivos, ni restitutorios y tampoco tendrá como finalidad la reincorporación de la parte accionante en su cargo, sino que según lo dispuesto por el citado precepto Constitucional, sólo comprende el derecho al pago de una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, las que se precisarán en los siguientes párrafos, por la naturaleza del servicio que tenía encomendado la parte actora como miembro de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, de este precepto Constitucional, se colige que las relaciones derivadas de la prestación del servicio entre los miembros de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio son de naturaleza administrativa y no de carácter laboral, la que se rige por sus propias Leyes, esto es, por el artículo 123, fracción XIII, párrafo segundo, Constitucional, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y por el Reglamento Interior de la Dirección General 
de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, se deduce la improcedencia de la reincorporación en el cargo de los miembros de las corporaciones policiales que sean destituidos o removidos en forma verbal del cargo, cuando la autoridad jurisdiccional resolviere que fue injustificada, excluyéndoseles de los derechos laborales de los trabajadores del Municipio y particularmente carecen del derecho a la estabilidad en el empleo y de la inmutabilidad de toda condición de ingreso o permanencia en el cargo, prohibición absoluta Constitucional que se adoptó en Ley Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, por consiguiente, a la actora no le es aplicable supletoriamente la Ley Federal del Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese contexto, es relevante destacar que en nuestro país el Legislador Constituyente en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece las bases mínimas y fundamentales de las relaciones de trabajo; en el apartado A) se norma en forma exclusiva el derecho laboral, desarrollado en la Ley Federal del Trabajo, mientras en el apartado B) se regulan las relaciones de trabajo entre el Estado en sus tres ámbitos de gobierno -Federal, Estatal y Municipal- y sus trabajadores, derecho desarrollado en las leyes especiales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, el marco normativo especial que regula la relación entre los miembros de las instituciones policiales y el Municipio de León, Guanajuato, contiene omisiones de carácter legislativo, en cuanto a los conceptos y los montos que comprende el derecho indemnizatorio para el caso de que resulte injustificada la separación de los elementos de los cuerpos de seguridad pública, por lo que más adelante se recurrirá al artículo 123 Constitucional como sistema normativo integral, no sólo a su apartado B, sino también al diverso apartado A, que consignan la misma razón jurídica que configura los conceptos que integran ese derecho indemnizatorio y se asumirá control difuso de constitucionalidad o la aplicación por analogía en algunos otros conceptos reclamados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese sentido, se procederá en primer término a determinar la procedencia del pago de las prestaciones reclamadas por la actora en el escrito de demanda y en segundo lugar a establecer las improcedentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las prestaciones reclamadas por la parte actora en el escrito de demanda que resulta procedente su pago, son las siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
1.- La parte actora en el apartado de su escrito de demanda correspondiente al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, reclama el pago de la remuneración diaria que dejó de percibir de la separación hasta la conclusión del juicio. En tanto, las autoridades en la contestación de la demanda aducen que el pago de salarios caídos no es procedente, en virtud de que el numeral 50 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato [lo transcribe], en ningún caso procederá el pago de salarios caídos y suponiendo sin conceder que le correspondiera el pago de la prestación, es aplicable lo previsto por el numeral 48, de la Ley Federal del Trabajo [lo transcribe] y no deberá sobrepasar de 12 meses. . 
Esta pretensión resulta PROCEDENTE, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En principio, se impone señalar que no le asiste la razón a la autoridad en el sentido de que el pago de los salarios caídos no debe sobrepasar el periodo de 12 doce meses, desde la fecha de su remoción, conforme al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, toda vez que la relación administrativa que tiene la parte actora con el Municipio se rige por sus propios Ordenamientos Jurídicos; y de acuerdo a lo estipulado por el artículo 123 Apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado se encuentra obligado a pagar una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho. . . . . . . . . . . 
Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha interpretado el enunciado “y demás prestaciones a que tenga derecho”, en sentido de que comprende, entre otras prestaciones, las remuneraciones ordinarias diarias; al respecto se expresa el criterio sostenido en la Época: Décima Época; Registro: 2001770; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 2; Materia(s): Constitucional; Tesis: 2a./J. 110/2012 (10a.); Página: 617; bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008. El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo correspondiente no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del Constituyente Permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni ha de llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.” 
En el contexto de esta jurisprudencia el pago de la remuneración ordinaria diaria que percibía la parte demandante procede desde la fecha de la remoción del cargo hasta que se realice el pago correspondiente, por lo que en la especie resulta inaplicable el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, reformado el 30 treinta de noviembre del año 2012 dos mil doce, conforme al cual el trabajador tiene derecho al pago salarios vencidos topados a 12 doce meses, más intereses. Ahora, sobre el particular se precisa que los derechos sustantivos que se originan a favor de los policías preventivos por la relación administrativa que tienen con el Municipio se rige por sus propios Ordenamientos Jurídicos, por lo que el citado artículo 48 no es aplicable al caso de la parte actora, ya que Ley Federal del Trabajo no se aplica en forma supletoria a la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. . . . . . . . .
Precisado lo anterior, cabe destacar que el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 10 diez de junio del año 2011 dos mil once, en materia de derechos humanos, en su segundo párrafo, constriñe a los Órganos formal o materialmente Jurisdiccionales, a ejercer de oficio -ex officio- una interpretación de las normas que regulan derechos humanos de conformidad con nuestra Constitución y con los Tratados Internacionales en los que México sea parte, para lograr la mayor protección de los derechos humanos, esto sin perder de vista que en nuestro Orden Jurídico sigue prevaleciendo el principio de supremacía Constitucional contemplado en la primera parte del artículo  133 de la Carta Magna. 

Nuestra Ley Fundamental tiene mayor jerarquía sobre cualquier Ley Secundaria, Reglamento o acto de autoridad que se le contraponga; y, por otro lado, en su segunda parte el artículo 133 Constitucional, contempla lo que la doctrina y la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, denominan  el  Control  Difuso  de  Constitucionalidad;  numerales que textualmente 
establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este sólo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

“Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”

Adminiculando entre sí estos artículos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si éstos tienen encomendada la función materialmente jurisdiccional que le confieren al Municipio los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 117, párrafo primero, después de la fracción XVII, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 243, acápite segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, como órganos materialmente jurisdiccionales se encuentran constreñidos a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en nuestra Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas la protección más amplia que en derecho proceda, en atención a los principios de interpretación conforme y pro persona, establecidos en el segundo párrafo del artículo 1º, en un modelo de Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a la interpretación del texto actual de este precepto en relación con el  artículo 133, última parte, ambos de nuestra Carta Magna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
Abundando lo anterior, cabe precisar que los Jueces Administrativos Municipales cuentan con facultades para asumir el Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a lo señalado por la última parte del pluricitado artículo 133, al obligar a cualquier Órgano Jurisdiccional sin importar su especialidad, jerarquía o fuero a desaplicar las normas jurídicas que contravengan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicando el principio pro persona, conforme al cual el sentido de la norma se desentraña, buscando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate. . . . . . . . .  . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que con motivo de la entrada en vigor de las reformas del artículo 1°, párrafos segundo y tercero, Constitucional, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dejó sin efectos y abandonó las tesis jurisprudenciales que establecían como atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, mediante resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011 en la que se apoyó la aprobación de la tesis aislada bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

“CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional modificados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales P. /J. 73/99 y P. /J. 74/99, de rubros: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.". Décima Época; Registro: 2000008; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. I/2011 (10a.); visible a Página: 549. La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en la cual el Pleno, por mayoría de nueve votos, determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P. /J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asumió el nuevo criterio en el sentido de que no es atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, dejándole esta facultad a los Jueces en general, en las Tesis aisladas aprobadas bajo los siguientes rubros: . . . . 

“SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad.” Décima Época; Registro: 160480; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXX/2011 (9a.); visible a Página: 557. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisado lo anterior y en virtud de que conforme a lo estipulado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los Jueces Administrativos son competentes para conocer de los juicios de nulidad promovidos en contra de las autoridades administrativas de la adscripción territorial de su Municipio y cuentan con facultades para abordar el análisis de actos de las autoridades Municipales derivados de los Reglamentos, Decretos, Circulares y demás Disposiciones de Carácter General, que contravengan las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ende, quien resuelve asume de oficio el Control Difuso de Constitucionalidad respecto del artículo 50, ultima parte del segundo párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en lo que establece: “…En ningún caso procederá el pago de salarios caídos”, a fin de determinar si este numeral contraviene el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso declarar la inaplicación del citado artículo 50 en el párrafo indicado en supralíneas. . . . . . . . . 

En ese tenor, se impone señalar que conforme a lo estipulado en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, Constitucional, “el Estado sólo estará obligado a pagar una única indemnización, cuando la separación del servicio fue injustificada y demás prestaciones a que tenga derecho”; y, por su parte, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 50,última parte del segundo párrafo, de la pluricitada Ley de Seguridad Pública  del Estado de Guanajuato, “En ningún caso procederá el pago de salarios caídos”. De modo que en este último numeral el Legislador Local establece la improcedencia de salarios caídos, lo que no establece el citado precepto Constitucional, circunstancia que hace que no compaginen dichos numerales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  consecuencia,  éste  Órgano  Jurisdiccional  se  encuentra constreñido a 
ejercer de oficio -ex officio- el Control Difuso de Constitucionalidad, a fin de determinar la aplicación o no de la citada norma legal frente a la norma Constitucional, en atención a los principios de interpretación conforme y pro persona, debiéndose preferir la que favorezca la protección más amplia de los derechos humanos, previstos por el artículo 1° en relación con el 133, última parte, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el primero reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011 dos mil once, facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad y que ejerce a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de la parte actora frente al actuar de la autoridad administrativa Municipal demandada. . . 
En ese contexto, cabe mencionar que conforme a lo estipulado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, Constitucional, los elementos de los cuerpos de seguridad pública Municipal, que sean separados, destituidos o cesados del servicio injustificadamente, tienen derecho a recibir el pago de una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del medio de defensa que se hubiere promovido; asimismo, conforme a lo señalado por el artículo 50, última parte del segundo párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, los elementos de la policía preventiva Municipal destituidos o cesados, en ningún caso procederá el pago de salarios caídos; y, el artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, dispone que quedan excluidos del régimen de esa Ley los miembros de las policías municipales, pero tienen derecho a gozar de las medidas de protección al salario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, realizando un análisis bajo el método de interpretación sistemática de los artículos 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, Constitucional; y, 8 de la aludida Ley del Trabajo, se concluye que se excluyen a los miembros de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de la aplicación de las normas jurídicas que regulan las relaciones laborales del Municipio y sus trabajadores; y, como bien es sabido, entre los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública y el Municipio existe una relación de naturaleza administrativa y no de tipo laboral; y, por otro lado, cabe precisar que tanto los elementos de los cuerpos de seguridad pública como los demás trabajadores del Municipio, prestan un servicio de acuerdo a la función que tienen encomendada, a cambio de una contraprestación económica, conforme a lo dispuesto por el artículo 57, fracción VII, del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, los elementos de policía reciben una remuneración ordinaria y los trabajadores ya sean de base o de confianza perciben un salario a cambio de la prestación de servicios, pero para el caso de separación del cargo en forma injustificada, no se establece la misma indemnización ni el pago de las mismas prestaciones, ya que para los policías no procede el pago de salarios caídos, por disposición expresa de la Ley de la materia. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, el Legislador Local en el artículo 50, última parte del párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, reconoce un trato diferenciado a los elementos de los cuerpos de seguridad pública, frente a los trabajadores al servicio del Municipio, en cuanto a la forma de pago del resarcimiento para el caso de separación del cargo en forma injustificada, toda vez que en este precepto legal a los policías preventivos no les concede el pago de remuneraciones que dejan de percibir durante el tiempo de la separación hasta que se cubra el monto sentenciado y a los demás servidores públicos si se les cubren salarios caídos cuando se configura el supuesto de despido injustificado, de acuerdo a lo señalado por el artículo 51 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, así como a los trabajadores, según lo mencionado por el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo. . . . . . . . . . . . 
Por lo tanto, llevar a cabo una distinción en el tratamiento de los policías Municipales jurídicamente no se justifica, no es racional y no es objetiva, en razón de que también son servidores públicos y además en ningún párrafo de la fracción XIII, del apartado B, del artículos 123 Constitucional, se prevé esta privación, por ende, el artículo 50, última parte del párrafo segundo, de la aludida Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en cuanto a la prohibición del pago de remuneraciones caídas contraviene el derecho humano de igualdad y de no discriminación tutelados por el artículo 1º de nuestra Carta Magna y además contraviene los principios de universalidad, interdependencia, progresividad y el de tutela judicial efectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El principio de universalidad implica que los derechos humanos le corresponden por igual a todas las personas, sin importar su condición y sin distinción de sexo, religión, género, raza, nacionalidad, por ende, este principio se viola, porque en la norma secundaria se priva a los elementos de los cuerpos de seguridad pública Municipal del derecho al pago de remuneraciones caídas, simplemente por ser policías, cuando todo trabajador que presta sus servicios a cambio de un salario, es despedido injustificadamente, tiene derecho a recibir salarios vencidos; el de interdependencia implica la existencia de una vinculación entre todos los derechos, por lo que la existencia de uno depende de la existencia de otro, en consecuencia, se vulnera este principio, en razón de que la norma secundaria no tutela los derechos de libertad de trabajo, de no discriminación a la dignidad a la persona; y, el de progresividad implica que el Estado debe establecer los medios necesarios a fin de satisfacer los derechos humanos de las personas y además deben ampliarse constante y permanentemente, principio que se viola, en razón de que al aplicar esa norma secundaria a los policías Municipales les da un trato desigual y discriminatorio, por lo que es contraria al derecho humano tutelado por los artículos 1º Constitucional, 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . 

Por tal motivo, no se aplica el artículo 50, última parte del segundo párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, respecto al no pago de salarios caídos, pues aplicarlo implicaría una violación del derecho humano de igualdad y, por ende, hacer una discriminación a la parte impetrante por el sólo hecho de ser policía, pues, por esta sola circunstancia no procedería al pago de remuneraciones caídas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, el párrafo segundo del citado artículo 50, establece que se tiene derecho a recibir “las prestaciones que le correspondan” y el segundo párrafo de la fracción XIII, del Apartado B, del artículo 123 Constitucional, dispone la procedencia del pago de “demás prestaciones a que tenga derecho”, de donde se desprende que estas dos disposiciones normativas coinciden en reconocer los mismos derechos y tienen los mismos alcances y límites de acuerdo a la interpretación que ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que el enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho, forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración ordinaria diaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja y hasta que se realice el pago correspondiente”, en donde se incluye el pago de remuneraciones caídas. . . . . . . . . 
En consecuencia, partiendo de la premisa de que la impugnada resolución a través de la cual se decreta la separación del cargo, es ilegal, y de que la declaración de su nulidad no produce efectos retroactivos, ya que por disposición del artículo 123, fracción XIII, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no procede la reincorporación de la parte actora al servicio, por ende, ante la imposibilidad de restituir a la parte impetrante su derecho violado, de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, segundo párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es que se le cubran las remuneraciones ordinarias diarias que dejó percibir por la prestación de sus servicios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por tanto, conforme a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le reconoce a la parte justiciable el derecho al pago de las remuneraciones que debió percibir desde el 21 veintiuno de noviembre del año 2014  dos  mil  catorce,  fecha  en que se le dejó de cubrir la remuneración ordinaria 
que percibía por sus servicios, hasta que se cubra esta prestación. . . . . . .  . . . . . . . 
En el entendido que para calcular el monto de esta prestación, la autoridad deberá tomar como base la … cuota de remuneración ordinaria diaria, que percibía la parte actora por un día habitual de servicios, por tal motivo, este constituye la base para determinar la liquidación de esta prestación de remuneraciones no percibidas y, en su caso, para el año 2015 dos mil  quince y 2016 dos mil dieciséis deberá actualizarse la cuota ordinaria diaria, conforme a los porcentajes que las autoridades Municipales competentes hayan fijado como aumento a dicha remuneración en cada uno de éstos dos últimos años. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sobre el particular se precisa que para fijar la remuneración ordinaria diaria, se toma como base el recibo de pago que comprende la catorcena que va del día 19 diecinueve de septiembre al 02 dos de octubre del año 2014 dos mil catorce, documento en el cual se aprecia, la remuneración que percibía la parte impetrante por la prestación de servicios, integrada con los siguientes conceptos: a).- Ayuda Despensas …; b).- Premio Asistencia …; c).- Despensa D …; d).- Fondo de Ahorro…; e).- Una ayuda para alimentación…; f).- Premio puntualidad…; y, g).- Sueldo…. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La suma de las cantidades anteriores da como resultado…, la remuneración catorcenal, que dividida entre 14 catorce días, nos da como resultado la cantidad…, que constituye el ingreso diario o cuota que percibía sin deducciones la parte justiciable como remuneración por un día habitual de servicios o jornada normal. De esta manera, la cantidad…, que constituye la remuneración ordinaria por un día habitual de servicios, para efectos de esta sentencia servirá de base para calcular el monto de las demás reclamaciones exigidas en la demanda cuando procedan. . . 
Por otro lado, el concepto de “Op centinela”, … para el cálculo de la liquidación, queda excluido de la remuneración ordinaria catorcenal que percibía la parte actora, en razón de que este concepto no es una percepción fija, toda vez que no la recibía de manera continua y permanente, sino que se le pagaba en forma temporal, pues no se refleja en todos recibos exhibidos por la parte actora y por autoridad demandada, porque este concepto forma parte del rubro de remuneraciones especiales, las que tienen asignado el pago de una gratificación extraordinaria para todo aquel elemento de la policía preventiva que presta sus servicios fuera de horario, con motivo del operativo centinela que consistente en la prestación de servicios extraordinarios en eventos masivos celebrados en León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así tenemos que, los conceptos fijos y continuos que conforman la remuneración ordinaria diaria que percibía la parte justiciable son los siguientes: premio puntualidad, premio asistencia, despensa D, una ayuda para alimentación, fondo de ahorro y sueldo; por ende, los conceptos que integran la remuneración ordinaria se corrobora con los recibos de pago de nómina a nombre del actor, exhibidos por las partes de este proceso, en los cuales se aprecia que la remuneración se integra con los aludidos conceptos, esto en virtud de que comparando cada uno de los recibos que se obran en esta causa, se advierte que la remuneración se conforma con los referidos conceptos, a excepción de la gratificación extraordinaria “Op. Centinela”, que se tiene como un concepto distinto a la retribución ya que se caracteriza por su temporalidad y no por su continuidad y permanencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo  anterior  es  así  porque,  sólo  en  casos concretos, los elementos de los 

cuerpos de seguridad pública que participaban en el operativo centinela, recibían el beneficio de una gratificación extraordinaria, la cual está condicionada a la realización de una actividad especial y un proyecto específico ejecutado en forma excepcional, supervisado por el personal designado de la Secretaría de Seguridad Pública de esta Municipalidad, apoyo que se autorizaba y cubre por la Dirección General de Desarrollo Institucional del Municipio de León, Guanajuato, cuando se paga la catorcena en la que se participaba en el operativo centinela, de esta forma, para lo procedencia de este beneficio se exigía a los elementos de la policía preventiva la prestación de servicios extraordinarios en el referido operativo. . . . . . . 

La copia fotostática del recibo de nómina referido en supralíneas, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, en virtud de que se encuentra certificada por el Secretario del Ayuntamiento de León, Guanajuato, funcionario público que en el ámbito Municipal tiene fe pública, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 128, fracción VI, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor y  la hoja que contiene a certificación ostentan el sello de la Secretaria del Ayuntamiento y la firma del referido fedatario público, quien manifiesta que realizó un cotejo y, es el caso, que son varias las hojas que integran un legajo en el que obra el referido recibo, consignándose en la certificación el dato de 13 trece hojas, observándose que entre cada hoja lleva el referido sello, por lo que se evitan dudas sobre su autenticidad, ya que dichos elementos nos dan la plena convicción de que la copia fotostática fue sacada del documento original y se le da el mismo valor que al documento público original. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

2.- La parte actora en el capítulo de la demanda denominado “Reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica”, reclama el pago de la indemnización constitucional por el importe de tres meses. En tanto, las autoridades en la contestación de la demanda, aducen que niegan que le asista derecho alguno para reclamar el pago de la indemnización, en razón de que la causa está plenamente justificada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El pago de esta indemnización Constitucional, resulta PROCEDENTE, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sobre el particular se precisa que el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé el pago de una indemnización cuando la separación del servicio es injustificada, siendo el caso, que la autoridad demandada la niega que la parte actora tenga derecho a la indemnización, sin embargo, la orden de remoción y su ejecución fueron ilegales, por lo que por disposición del aludido precepto constitucional, en relación con el artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, las autoridades demandadas se encuentran constreñidas a pagar a la parte justiciable una indemnización de 03 tres meses, la que debe cuantificarse conforme a la última remuneración base diaria percibida. . . . . . . . . . . . 
Bajo ésta tesitura y ante la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le reconoce a la parte actora el derecho al pago de una indemnización equivalente a tres meses, establecida en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de nuestra Carta Magna y 50, párrafo segundo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; aclarándose que para determinar el monto de esta indemnización, se toma cada mes por 30 treinta días, los que por tres meses, da 90 noventa días y estos multiplicados por la cantidad …, nos da como resultado… la indemnización Constitucional. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- La parte actora en el capítulo de la demanda denominado “Reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica”, reclama el pago de vacaciones y prima vacacional de 02 dos periodos de catorce días por año. En tanto, la autoridad en la contestación de la demanda niega que a la parte actora le asista derecho alguno para reclamar el pago de esta prestación, en razón de que la 
causa está plenamente justificada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El pago de vacaciones y prima vacacional resultan PROCEDENTES, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 57, fracción IX, del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, prevé el derecho de los policías municipales de gozar 10 diez días hábiles de vacaciones, numeral que establece: “Artículo 57.- Son derechos del cuerpo operativo: IX.- Disfrutar de un período vacacional semestral de diez días hábiles a partir de haber cumplido seis meses de servicio, según el calendario que para ese efecto establezca la Dirección de Operaciones Policiales de acuerdo con las necesidades del servicio;”, en ese sentido y estimando que el derecho a vacaciones y al pago de la prima vacacional son beneficios que se dan por la relación administrativa entre el policía y el Municipio, el primer derecho implica gozar de 10 diez días de descanso en forma remunerada; mientras que el segundo derecho constituye el pago de un porcentaje sobre la remuneración de ese periodo y se dan cuando se prestan servicios por 6 seis meses en forma consecutiva, ya que se rigen por el principio de continuidad en el servicio y nacen por el sólo transcurso de ese tiempo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, si atendemos a lo anterior, podemos sostener que el disfrute de estas prestaciones debe exigirse después de haber transcurrido el ciclo semestral de servicios consecutivos, de modo que al concluir ese vínculo jurídico antes del transcurso del periodo de seis meses respectivo, sin haber disfrutado de las vacaciones devengadas; en ese sentido y tomando en cuenta que la parte justiciable reclama el pago de esta prestación a partir de la… fecha en que se dio la separación del cargo, resulta que se disfrutó el derecho de vacaciones hasta el mes de octubre de ese año; de esta manera, esta prestación se le generó a partir de octubre de 2014 dos mil catorce, hasta que se realice el pago de esta prestación. . . 
En  consecuencia, la reclamación de la prima vacacional, resulta procedente 
desde octubre del año 2014 dos mil catorce, en virtud de que la prima vacacional de los 6 seis meses anteriores a la separación, fue pagada a la parte actora, según se acredita con el reconocimiento tácito que hace la parte justiciable al reclamar el pago de esta prestación a partir de … noviembre del año 2014 dos mil catorce, el que adminiculado con la copia fotostática certificada por el Secretario del Ayuntamiento del recibo de nómina correspondiente a la catorcena …, nos dan plena convicción de que se pagó la prima vacacional hasta octubre del año 2014 dos mil catorce, ya que la autoridad demandada aportó dicha copia como medio de prueba a este juicio, en la cual se aprecia que se le cubrió…; copia certificada que de acuerdo a los estipulado por los artículos 117 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, por las razones expresadas en supralíneas. . 

Por consiguiente, la prima vacacional como prestación adicional al derecho de vacaciones, no se disfrutó a partir del mes de octubre de 2014 dos mil catorce, por haberse dado la remoción del cargo…, por tanto, procede reconocer el pago de esta prestación a partir del semestre que inicia en citado mes de octubre, pues esta prima se encuentra contemplada dentro del enunciado “y demás prestaciones a que tenga derecho”, contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el cual se ve reflejado en el artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De ese modo, partiendo y asumiendo el criterio de interpretación que hace la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto al pluricitado artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, Constitucional, en la Jurisprudencia que adelante se transcribe, se determina que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le reconoce a la parte actora el derecho al pago de: a) las vacaciones a razón de 20 veinte días por año…; y, b) la prima vacacional de los anteriores periodos a razón del 48% cuarenta y ocho por ciento…, por ende, la autoridad administrativa deberá actualizar estas prestaciones conforme al porcentaje que aumentó este año, la remuneración ordinaria real o integrada indicada, así como determinar o liquidar los que se sigan causando. . . . . . . . . . . . . 

Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador el asumido en la Jurisprudencia por contradicción de tesis, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Décima Época; Registro: 2000463; Instancia Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro VI, Marzo 2012, Tomo VI; Materia(s): Constitucional; Tesis: 2a./J. 18/2012 (10a.), visible a Página: 635; bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
“SEGURIDAD PÚBLICA. PROCEDE OTORGAR AL MIEMBRO DE ALGUNA INSTITUCIÓN POLICIAL, LAS CANTIDADES QUE POR CONCEPTO DE VACACIONES, PRIMA VACACIONAL Y AGUINALDO PUDO PERCIBIR DESDE EL MOMENTO EN QUE SE CONCRETÓ SU SEPARACIÓN, CESE, REMOCIÓN O BAJA INJUSTIFICADA Y HASTA AQUEL EN QUE SE REALICE EL PAGO DE LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO, SIEMPRE QUE HAYA UNA CONDENA POR TALES CONCEPTOS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. LX/2011, de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO 'Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO', CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.", sostuvo que el referido enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago correspondiente. En ese sentido, dado que las vacaciones, la prima vacacional y el aguinaldo son prestaciones que se encuentran comprendidas dentro de dicho enunciado, deben cubrirse al servidor público, miembro de alguna institución policial, las cantidades que por esos conceptos pudo percibir desde el momento en que se concretó la separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago de las demás prestaciones a que tenga derecho, siempre y cuando haya una condena por aquellos conceptos, ya que sólo de esa manera el Estado puede resarcirlo de manera integral de todo aquello de lo que fue privado con motivo de la separación.” Contradicción de tesis 489/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 1o. de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

4.- La parte actora en el capítulo de la demanda denominado “Reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica”, reclama el pago de 41 cuarenta y un días de aguinaldo,… hasta lo que se acumule a la conclusión del presente juicio. En tanto, las autoridades en la contestación de la demanda niegan que le asista a la actora derecho alguno a reclamar esta prestación, en razón de que la causa está plenamente justificada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El pago de aguinaldo resulta PROCEDENTE, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la imposibilidad absoluta de ser reincorporado al servicio, aun cuando es injustificada la separación, el Municipio sólo está obligado a pagar la indemnización de tres meses y las demás prestaciones a que tenga derecho, conforme a lo estipulado por el segundo párrafo de la fracción XIII, del Apartado B, del artículo 123 Constitucional y el párrafo segundo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, pues como se ha dicho, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha interpretado el enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho”, en el sentido de que forman parte de la obligación resarcitoria del Estado -en sus tres ámbitos de gobierno- debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración ordinaria diaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja y hasta que se realice el pago correspondiente”, en donde se incluye el pago de aguilando. . . . . . . . . . . . . . . 
De esa manera, el aguinaldo del año 2014 dos mil catorce, no se le pagó a la parte actora, en virtud de que a todos los servidores públicos del Municipio de León, Guanajuato, se les cubre el aguilando en la primera catorcena de diciembre de cada año y … la autoridad no exhibió constancia o recibo de donde se desprenda que se le adelantó el pago de aguinaldo; de donde resulta que no se le cubrió esta prestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El aguinaldo constituye una prestación que se da por el tiempo laborado por año, de ahí resulta que una vez agotado el ciclo anual, si no se cubrió el aguinaldo, entonces ante la ilegalidad de la resolución impugnada, se está en aptitud de exigir en sede jurisdiccional el otorgamiento del aguinaldo, por ende, si la parte justiciable fue removido del cargo de manera ilegal, es justo que se le cubra la prestación de aguinaldo, … a la fecha en que se cubra esta prestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, procede el pago de aguinaldo … de acuerdo a lo previsto por el artículo 300, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a la parte actora se le reconoce el derecho del pago de aguinaldo a razón de 41 cuarenta y un días por año; de esa manera, por los años 2014 dos mil catorce y 2015 dos mil quince tiene derecho a 82 ochenta y dos días…. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por los 11 once meses transcurridos en el año 2016 dos mil dieciséis, proporcionalmente le corresponden 37.59 treinta y siete punto cincuenta y nueve días,…. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
5.- La parte actora en el capítulo de la demanda denominado “Reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica”, reclama el pago del fondo de ahorro empleado. En tanto, las autoridades en la contestación de la demanda niegan que le asista a la actora derecho alguno a reclamar esta prestación, en razón de que la causa está plenamente justificada. . . . . . . . . . . . . . . 
El pago del fondo de ahorro, resulta PROCEDENTE, en los siguientes términos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el sumario se encuentra acreditado mediante los recibos de nómina aportados por la autoridad en copia certificada por el Secretario del Ayuntamiento, que la parte impetrante tenía la prestación de fondo de ahorro… como aportación de la autoridad y otro cantidad igual por la parte actora; en consecuencia, procede el pago de la prestación que nos ocupa…, toda vez que no existe medio convictivo alguno del que se desprenda que… se haya pagado esta prestación. . . . . . . . . . .  .
Ahora bien, el fondo de ahorro del año 2014 dos mil catorce, no se le pagó a la parte actora, en virtud de que a todos los servidores públicos del Municipio de León, Guanajuato, se les cubre esta prestación en el mes de diciembre de cada año … la autoridad no exhibió constancia o recibo de donde se desprenda que se le adelantó el pago de aguinaldo; de donde resulta que no se le cubrió esta prestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, a fin de no causarle perjuicios en el aspecto económico, se le reconoce a la parte justiciable el derecho al pago de esta prestación de fondo de ahorro, en virtud de que en autos de esta causa administrativa, con los recibos de nómina exhibidos por la parte demandante y que obran en secreto de este Juzgado, se encuentra demostrado, por un lado, que en ese periodo se dieron las aportaciones en forma catorcenal a cargo de la autoridad y los descuentos efectuados al impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así tenemos que no procede el pago del fondo de ahorro … hasta que se cumpla este fallo, en razón de que con motivo del cese del cargo, a la parte demandante se le dejó de cubrir la remuneración que le correspondía; y, sí en esta sentencia se está reconociendo el pago de remuneraciones no pagadas a partir de ese día, hasta que se cumpla con el pago de las prestaciones que comprende la condena decretada en términos de esta sentencia, entonces, esta prestación ya se encuentra incluida en la retribución, que se cubrirá en forma íntegra, a fin de evidenciar lo anterior, sobre el particular cabe precisar que la remuneración diaria sin deducciones, se integra con los siguientes conceptos: a).- Despensa D., …; b).- Premio Asistencia…; c).- Ayuda Despensas…; d).- Fondo de Ahorro…; e).- Una ayuda para alimentación…; f).- Premio Puntualidad…; y g).- Sueldo…. . . . . . . . . . . . 
De esta manera, en la remuneración ordinaria diaria no pagada -caída-, reconocida a favor del … impetrante y que se le cubrirá, ya se encuentra incluido el fondo de ahorro, dado que no sufre ninguna deducción después de la suspensión del pago de remuneraciones ordinarias diarias, por esta razón no se realiza la retención de la cantidad fijada a cargo de la parte actora, en el recibo de nómina que obra en el sumario y bajo esta perspectiva, resulta conveniente puntualizar que de realizar el reconocimiento del derecho sobre el fondo de ahorro, y a su vez, el de las remuneraciones ordinarias diarias no percibidas por el periodo que comprende el día de su remoción del cargo a la fecha en que se cubra el pago de la indemnización y las demás prestaciones, se obligaría a la autoridad municipal a realizar un doble pago de esta percepción del fondo de ahorro, de ahí que no procede esta pretensión en el concepto de acumuladas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, se determina que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le reconoce a la parte actora el derecho al pago del fondo de ahorro … integrada por … aportación de la autoridad y otro cantidad igual por la parte actora…. . . . . . . . . . . 
6.- La parte actora en el capítulo de la demanda denominado “Reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica”, reclama el pago de las cuotas al Instituto Mexicano del Seguro Social… y al Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores que se dejen de realizar catorcenales. En tanto, las autoridades en la contestación de la demanda niegan que le asista a la actora derecho alguno a reclamar esta prestación, en virtud de que el Presidente del Consejo de Honor y Justicia, con la facultades que le confiere el artículo 8, fracción I, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, ordenó la remoción del cargo que desempeñaba el impetrante, por materializarse el supuesto jurídico previsto en la fracción XII, apartado B, artículo 28 del citado Reglamento.  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El pago de estas prestaciones resultan PROCEDENTES, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esta causa se encuentra acreditado que la parte actora gozaba de las prestaciones de seguridad social, al hallarse inscripto al Instituto Mexicano del Seguro Social -IMSS- y  al  Fondo  Nacional  de  la  Vivienda para los Trabajadores -INFONAVIT-, toda vez que de los recibos apartados por las partes se observa en el rubro de deducciones “264 CUOTA I.M.S.S….” y “217 INFONAVIT….”; a su vez, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2 de la Ley del Seguro Social, la seguridad social es un beneficio que tiende a garantizar el derecho a la salud, asistencia médica, los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo; así como el otorgamiento de una pensión que en su caso, previo cumplimiento de los requisitos legales, será garantizada por el Estado. De ahí que no se trata de una prestación de naturaleza pecuniaria y no es posible pagársela al actor en dinero, sino que se traduce en una protección que debe ser otorgada al trabajador y de este modo se le garantice su goce de atención médica, un seguro y aquellos beneficios que la Ley prevea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ahora bien, cabe destacar que de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los diversos recibos de nomina aportados por la parte actora y que obran en este proceso administrativo, merecen valor probatorio, toda vez que se encuentran expedidos a nombre de la parte justiciable, constan en papel autocopiable en el formato oficial, contiene el escudo del municipio, el logotipo de la Administración del Ayuntamiento 2012-2015 y en los mismos aparece la firma de la parte justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el anterior contexto y ante la ilegalidad del acto impugnado, se determina que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, resulta procedente reconocerle a la parte actora el derecho a estas prestaciones, por lo que se debe condenar a la autoridad demandada a que realice en el Instituto Mexicano del Seguro Social y en el Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el pago de las cuotas en cantidad y periodo en que lo venía haciendo, a partir del día en que dio de bajo y se dejaron de pagar a los referidos Órganos Federales, hasta que se le paguen las prestaciones pecuniarias reclamadas, toda vez que la parte actora no debe resentir las consecuencia del ilegal actuar de las autoridades demandadas. . . . . . . .  . . . . . . 
7.- La parte actora en el capítulo de la demanda denominado “Reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica”, reclama el pago de las gratificaciones de día de reyes y día de las madres. En tanto, las autoridades en la contestación de la demanda niegan que le asista a la actora derecho alguno a reclamar el pago de estas prestaciones, en razón de que la causa está plenamente justificada, aunado a que el accionante no soporta con elemento convicción alguno por el que se desprenda el derecho que aduce tener. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
El pago de estas prestaciones resultan PROCEDENTES, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las gratificaciones de día de reyes y día de las madres constituyen prestaciones extralegales y para que proceda su pago como consecuencia de la ilegalidad de la remoción de cargo impugnado, es menester acreditar que durante la relación administrativa entre la parte actora y el Municipio goza de ese beneficio no previsto en la Ley de la materia, ya que le corresponde la carga de la prueba.  . .
Así tenemos que la parte impetrante acreditó en autos de esta causa administrativa que gozaba de la gratificación de día de reyes de manera anual, con los recibos de nómina… debido a que en cada recibo aparece el rubro de “CONCEPTO DE PRECEPCIONES 3 DÍAS DE REYES”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
…

Respecto los diversos recibos de nómina aportados por la parte actora y que obran en este proceso administrativo, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merecen valor probatorio, por las razones expresadas en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo  esta  perspectiva,  cabe  precisar que la parte justiciable percibía estas 
prestaciones extralegales y ante la ilegalidad del acto impugnado, se determina que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le reconoce a la parte actora el derecho al pago de la gratificación de día de reyes y día de las madres,  … hasta que se realice el pago de esta prestación que comprende este fallo; conforme a la remuneración ordinaria real o integrada vigente en cada año. . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
Las prestaciones reclamadas por la actora en el escrito de demanda que resulta improcedente su pago son las siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
1.- La parte actora en el apartado de su escrito de demanda correspondiente al de reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, reclama el pago de la prima de antigüedad correspondiente a seis años de policía preventivo. En tanto la autoridad en su escrito de contestación de demanda aduce que no le asiste derecho alguno a reclamar el pago de prima de antigüedad, dado que el accionante no aporta elemento de convicción alguno por el que se desprenda el derecho que aduce tener. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
El pago de la prima de antigüedad, resulta IMPROCEDENTE, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como se ha dicho, entre los elementos de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio existe una relación de carácter meramente administrativa, la que por disposición del artículo 123, apartado B, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se rige por sus propias leyes, por consiguiente, su relación jurídica se regula, entre otros Ordenamientos, por la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, y es el caso que, por un lado, en ninguno de los artículos de estos Ordenamientos Jurídicos, se encuentra establecido a favor de los miembros de los cuerpos de seguridad pública Municipal el derecho al pago de 12 doce días por año de servicios prestados, mientras que, por otro lado, el artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, excluye del régimen de esta Ley a los miembros de las policías, entre otros, pero les reconoce los derechos a disfrutar de las medidas de protección al salario y de gozar de los beneficios de la seguridad social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, el pago de 12 doce días por año de servicios prestados no se encuentran comprendidas dentro de medidas de protección del salario, ni de los beneficios de la seguridad social, bajo esta perspectiva, al caso que se resuelve, no le resulta aplicable de manera supletoria la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, ni la Ley Federal del Trabajo, pues como se ha venido sosteniendo el actor con el Municipio, no tiene una relación de naturaleza laboral, por lo que los derechos protegidos por estos dos últimos Ordenamientos Jurídicos a favor de los trabajadores, no son reconocidos a los elementos de las instituciones de seguridad pública municipales. . . . . . .  . . . . . . 

Así tenemos que, dentro de las prestaciones contempladas en la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios, se contempla a la prima de antigüedad como una prestación exclusiva del derecho burocrático para los trabajadores Municipales que se coloquen dentro de los supuestos previstos en el artículo 63 fracción II de la aludida Ley, de esta manera, no se encuentra disposición legal que demuestre la existencia de un régimen complementario específico en materia de seguridad pública que establezca como prestación mínima la prima de antigüedad para los elementos de seguridad pública, luego entonces, no es una prestación en la indemnización Constitucional de la que gocen miembros de la corporaciones policiales municipales separados injustificadamente de su cargo, por tal razón, no es procedente condenar a la autoridad demandada a su pago. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo expuesto, es dable concluir que la prima de antigüedad no se contempla como prestación legal, en virtud de que en ninguna de las disposiciones de los Ordenamientos Jurídicos que regulan la relación administrativa establece esa prestación a favor de los miembros de las instituciones policiales; por otra parte, desde el punto de vista de una prestación extralegal, es decir, tener el derecho a recibir prestaciones no previstas en una norma jurídica al concluir el servicio, también resulta  improcedente, toda vez que el justiciable se encuentra constreñido a justificar con pruebas idóneas el origen del derecho al pago de la prima de antigüedad, tales como un acto contractual, un acuerdo administrativo o de otra naturaleza y es el caso que en autos de esta causa administrativa, no obra medio de convicción alguno que acredite los hechos en que apoya su pretensión, esto es, demostrar que la parte actora tenía el derecho a recibir la prima de antigüedad, en tal virtud resulta improcedente la condena a esta prestación. . .  . . . . 
2.- La parte actora en el apartado de su escrito de demanda correspondiente al de reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, reclama el pago de aportaciones al Seguro de Protección Mutua. En tanto la autoridad en su escrito de contestación de demanda aduce que no le asiste derecho alguno a reclamar el pago del Seguro de Protección Mutua, en razón de que la causa está plenamente justificada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El pago de aportaciones al SEGURO PROTECCIÓN MUTUA, resulta IMPROCEDENTE, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . 

De los recibos de nómina aportados y admitidos a las partes como pruebas en este proceso, se advierte un concepto de deducción bajo la denominación seguro protección mutua, pero este rubro no constituye una prestación de carácter económico a que tuviera derecho el justiciable, ni tampoco es una retención para un fondo que pueda ser reintegrado en determinado tiempo, sino que se trata de un descuento para el pago de un seguro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, por la naturaleza del contrato de seguro, para recibir sus beneficios es menester cubrir el costo de $20.00 (veinte pesos 00/100 moneda nacional) en forma catorcenal y a cambio de este pago, la parte justiciable como beneficiario estaba en aptitud recibir una contraprestación en servicios o en especie, cuando se actualizara alguna de las eventualidades o siniestros amparados por dicho seguro y bajo las condiciones de los lineamientos implementados al respecto; además debe tenerse presente que durante el tiempo que se dedujo esa cantidad, la parte actora de manera tácita expresó su voluntad en cubrir ese importe a cambio de estar en condiciones de recibir determinados beneficios o protección, por consecuencia, resulta evidente la improcedencia de esta pretensión en los términos solicitados por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, ante la ilegalidad de la resolución combatida, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad de la instrucción de remoción del cargo…, girada por el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de león, Guanajuato y sus actos subsecuentes como es el acatamiento de la instrucción por parte del Director General de Policía Municipal…; sin embargo, a pesar de que se dio la separación definitiva del servicio de manera injustificada, en la especie resulta imposible de hecho y de derecho retrotraer los efectos jurídicos de la nulidad de la resolución impugnada, toda vez que a la parte demandante por disposición Constitucional, no es posible reincorporarla al cargo que desempeñaba y para este supuesto, según lo dispuesto por el artículo 143, último párrafo, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se debe cubrir un resarcimiento económico mediante el pago de la indemnización y de las prestaciones a que tiene derecho, en los términos previstos en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por ende, conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción V, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, procede reconocer el derecho al pago de las siguientes prestaciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
a).- El pago de las remuneraciones ordinarias diaria que debió percibir por la prestación de sus servicio…, hasta que se cubra esta prestación… la cual deberá actualizarse considerando el porcentaje que aumento en los años subsecuentes, hasta que se cubra esta prestación;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b).- El pago…, por concepto de indemnización Constitucional de 03 tres meses de remuneraciones ordinaria diaria, contemplada en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
c).- El pago… por concepto de vacaciones, a razón de 10 días por cada seis meses, y, la cantidad… por concepto de prima vacacional a razón del 48% cuarenta y ocho ciento… hasta que se realice el pago de estas prestaciones, además deberán actualizar al porcentaje que aumentó la remuneración ordinaria real o integrada en cada año, la que se tomará como base para calcularlas, así como para liquidar las que se sigan causando; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
d).- El pago… por aguinaldo… proporcionalmente por el tiempo transcurrido…; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
e).- El pago … por aportaciones al fondo de ahorro…; . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
f).- El pago de las aportaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), cuotas que deberán cubrirse en los montos que se venían aportando y que actualmente correspondan, a partir del día que se dejaron de cubrir, hasta que se pague el resto de las prestaciones pecuniarias; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
g).-El pago de la gratificación de día de reyes y día de las madres… . . . . . . . 
En  virtud  de  lo  expuesto  y  además  con  fundamento  en  el  artículo  300 
fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se condena al Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y al Director General de Policía Municipal, para que indistintamente realicen las gestiones necesarias ante: a).- La Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se efectúe el pago en efectivo o mediante la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, por concepto de las prestaciones indicadas en el párrafo que antecede y con cargo a la partida presupuestal correspondiente; y, b).- El Instituto Mexicano del Seguro Social y del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), para realizar el pago de las cuotas en los montos que se venían aportando y que correspondan, a partir del día que se dejaron de realizar, hasta que se pague el resto de las prestaciones pecuniarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Cconcediéndoseles a las autoridades demandadas el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada la presente sentencia, para realizar los referido tramites; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a ésta y exhibir las constancias relativas  al mismo. 
Por otra parte, en la especie resulta improcedente el reconocimiento del derecho de las siguientes prestaciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
a).- …la prima de antigüedad consistente en el pago de 12 doce días por año de servicios prestados; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b).- El pago de las aportaciones del Seguro de Protección Mutua. . . . . . . . . . 
Estudio innecesario de los demás conceptos de impugnación. 

SEXTO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación 

analizados en el cuarto considerando de esta sentencia, es suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 123, Apartado B, fracción XXII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la instrucción de remover del cargo de la parte actora…, signada por el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, y sus actos subsecuentes como lo la ejecución material de la instrucción por parte del Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato…, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce a la parte actora el derecho al pago de las siguientes prestaciones: a).- Remuneraciones ordinarias diaria que debió percibir por la prestación de sus servicio, … hasta que se cubra esta prestación; b).- Indemnización Constitucional de 03 tres meses de remuneraciones ordinaria diaria; c).- Vacaciones y prima vacacional…; d).- Aguinaldo…, hasta que se cubra la totalidad de esta prestación; e).- Fondo de ahorro…; f).- Aportaciones ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y del Fondo Nacional de la vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), a partir del día que se dejaron de cubrir, hasta que se paguen de las demás prestaciones pecuniarias; y,  g).- Gratificaciones de día de reyes y día de las madres…, hasta que se realice el pago de estas prestaciones…. 
CUARTO.- Se condena a las autoridades demandas, para que indistintamente realicen las gestiones necesarias ante: a).- La Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se efectúe el pago en efectivo o mediante la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, por concepto de las prestaciones indicadas en el párrafo que antecede y con cargo a la partida presupuestal correspondiente; y, b).- El Instituto Mexicano del Seguro Social y del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), para realizar el pago de las cuotas en los montos que se venían aportando y que correspondan, a partir del día que se dejaron de realizar, hasta que se pague el resto de las prestaciones pecuniarias. Concediéndoseles para tal efecto el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada la presente sentencia; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- No se reconoce a la actora el derecho de las siguientes prestaciones: a).- El pago de la prima de antigüedad consistente en el pago de 12 doce días por año de servicios prestados y, b).- Las aportaciones del Seguro de Protección Mutua. Por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de la esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 23 DE NOVIEMBRE DEL 2016, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 013/2015-JN.
